EL Consejero de Políticas Sociales, en relación con la pregunta para que sea respondida por escrito realizada por el Parlamentario Foral Ilmo. Sr. D. Maiorga Ramírez Erro, adscrito al Grupo Parlamentario Bildu-Nafarroa, sobre recurso de las mancomunidades de servicios sociales de base de Ultzama, Malerreka, Baztan, Altsasu, Irurtzun, Etxarri-Aranatz, Leitza y Bortziriak a la Orden Foral por la que se establecen las bases de la convocatoria de subvenciones a entidades locales para el 2013 (8/13 PES 00085), tiene el honor de remitir la siguiente contestación:

1.- ¿Qué actitud va a tener el Gobierno de Navarra?

Las citadas mancomunidades de servicios sociales de base han presentado requerimiento previo establecido en el artículo 44 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contenciosa-administrativa, con las siguientes solicitudes:

1º  Anular las limitaciones que se señalan en la base novena apartado 4.

2º Subsidiariamente, que la limitación recogida en la citada base, sea de 30 meses por cada 1.000 habitantes o imponer un techo de incremento de la solicitud del 10% respecto a la solicitud del año anterior.

El departamento de Políticas sociales, considera oportuno no acceder a la solicitud de prescindir de este tipo de limitaciones ni de que en caso subsidiario se elevase el límite a 30 meses por cada 1.000 habitantes. 

2.- En caso de negativa a aceptar el recurso, ¿qué medidas va a adoptar para impedir las nefastas consecuencias que implicaría para las zonas referidas?

la Ley Foral de Subvenciones recoge el principio de eficiencia en el gasto público, es decir asignar las ayudas y subvenciones en función del mayor rendimiento a menor coste; no puede olvidarse que este principio debe estar modulado por la equidad y más cuando se trata de un programa vinculado a la 

lucha contra la exclusión social; también y previamente recoge los principios de publicidad, transparencia, concurrencia, objetividad, igualdad, no discriminación y control. 

En este sentido, la Base Novena lo que plantea en primer lugar es una asignación eficiente de los recursos disponibles. 

Por otra parte, el indicador e población es un indicador totalmente transparente y objetivo, que está a disposición de todas las entidades a través del Instituto Nacional de Estadística y del Instituto Navarro de Estadística.

Finalmente destacar que se consideró que la Administración de la Comunidad Foral de Navarra debía velar por la igualdad entre todos los ciudadanos y ciudadanas de Navarra asegurando una igualdad de oportunidades entre todas las personas en proceso de exclusión con independencia de su lugar de residencia.

Si se hubieran utilizado indicadores vinculados al desempleo o al porcentaje de perceptores de renta de inclusión social por zona básica en relación a la propia población de la zona, todas estas zonas hubieran sido perjudicadas en mayor medida, ya que están por debajo de la media tanto en población perceptora de renta de inclusión social (en relación a su propia población) como en porcentaje de desempleados.

Finalmente no hay nada que haga suponer que la realización de un empleo social protegido en una localidad es menos eficaz que en las localidades de las entidades recurrentes; y más cuando como se ha indicado anteriormente, la media de desempleados y de perceptores de renta de inclusión social en estas zonas es inferior a la del resto de entidades, por lo que en todo caso sería más eficaz destinar en proporción más fondos a las entidades no recurrentes.

Es cuanto tengo el honor de informar en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 194 del Reglamento del Parlamento de Navarra.

En  Pamplona a  19 de junio de 2013

El Consejero de Políticas Sociales: Íñigo Alli Martínez
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